
//tencia Nº 821                      MINISTRO REDACTOR:  

                        DOCTOR RICARDO C. PÉREZ MANRIQUE 

Montevideo, veintiocho de setiembre de dos mil doce 

     VISTOS:  

     Para dictado de Sentencia 

Definitiva estos autos caratulados “COLLAZO, WASHINGTON 

Y OTROS C/ CITA S.A. - DAÑOS Y PERJUICIOS - CASACIÓN”, 

I.U.E. 2-5454/2009 

     RESULTANDO: 

     1 Por Sentencia Definitiva 

Nº 79 del 15 de diciembre de 2010 dictada por la Sra. 

Jueza Letrado de Primera Instancia en lo Civil de 2º 

Turno, se amparó parcialmente la demanda y  en su 

mérito, condenó a la demandada a pagar a los padres de 

Luis Collazo (María Cristina Rodríguez y Wáshington 

Roberto Collazo) la suma de U$S24.000 por concepto de 

daño moral para cada uno, a los hermanos convivientes 

(Jennifer Alejandra, Marcelo Germán y Eduardo Sebastián) 

la suma de U$S 8.000 a cada uno y a los no convivientes 

(Elbio Mauricio y Delia Elizabeth) la cantidad de U$S 

6.400 a cada uno de ellos, sumas a las que habrá de 

adicionarse los intereses legales desde la fecha del 

hecho ilícito.  

      Asimismo, condenó a la 

accionada a abonar a los Sres. María Cristina Rodríguez 

y Wáshington  Roberto Collazo una suma por concepto de 



pérdida de chance, cuya liquidación se difiere a la vía 

establecida en el art. 378.1 del C.G.P según las pautas 

establecidas en el Considerando IV).  

      Condenó a la demandada a 

abonar al co-actor Sergio Duarte, la suma de U$S12.000 

por concepto de daño moral, suma a la que deberá 

adicionársele el interés legal del 6% anual desde la 

fecha del hecho ilícito y una suma de dinero por 

concepto de lucro cesante cuya liquidación se difiere a 

la vía establecida en el art. 378 del C.G.P, según las 

pautas establecidas en el Considerando IV).  

      Sin especiales sanciones 

causídicas en el grado (fs. 487/494).  

     2 Por Sentencia Nº 24 del 9 

de febrero de 2012, el Tribunal de Apelaciones en lo 

Civil de 3er. Turno, revocó la sentencia apelada en 

cuanto condenara a la demandada a pagar las sumas de 

U$S24.000, U$S8.000, U$S6.400, U$S12.000 y en su lugar, 

condenó a la demandada a pagar a los padres de Luis 

Collazo (María Cristina Rodríguez y Wáshington Roberto 

Collazo) la suma de U$S 7.500 por concepto de daño moral 

para cada uno; a los hermanos convivientes (Jennifer 

Alejandra, Marcelo Germán y Eduardo Sebastián) la suma 

de U$S2.500 a cada uno y a los no convivientes ( Elbio 

Mauricio y Delia Elizabeth) la cantidad de U$S2.000 a 

cada uno de ellos; y condenando a la accionada a abonar 



a los Sres. María Cristina Rodríguez y Wáshington 

Roberto Collazo una suma por concepto de pérdida de 

chance, cuya liquidación se difiere a la vía establecida 

en el art. 378.1 del C.G.P, según las pautas 

establecidas en los Considerandos V y VI de la presente; 

y condenándola a abonar al co-actor Sergio Duarte, la 

suma de U$S 7.500 por concepto de daño moral, y una suma 

de dinero por concepto de lucro cesante, cuya 

liquidación se difiere a la vía establecida en el art. 

378 del C.G.P, según las pautas establecidas en los 

Considerandos V y VI de la presente. Confirmándola en lo 

demás (fs. 541/546).  

     3 Contra dicho dispositivo 

la Defensa de la actora interpuso recurso de aclaración 

y ampliación, a lo que recayó Providencia Nro. 60/2012 

que dispuso “agregando a sus fundamentos que también 

procede desestimar el agravio del adherente referido al 

lucro cesante (fs. 524), por cuanto no obra en autos 

prueba de especialización alguna que justifique 

modificar lo acogido en el grado anterior; 

manteniéndose, en consecuencia, lo fallado en ella” (fs. 

550).   

     4 El Dr. Pablo García en 

representación de parte actora, deduce recurso de 

casación, por entender que existió infracción a las 

normas de derecho, arts. 1319 y 1323 del Código Civil y 



140 y 141 del Código General del Proceso (fs. 554/558).  

      En síntesis expresó:  

      - El Tribunal incurrió en 

errónea valoración probatoria, en relación a la 

participación causal de los vehículos, al distribuir por 

mitades dicha participación, basado en la carencia de 

aptitud del motociclista  Duarte para conducir un rodado 

de las características  del que se servía. 

      - Sostener la carencia de 

habilitación demuestra la participación causal del actor 

en el insuceso, es contrario a la opinión constante de 

nuestra jurisprudencia, que considera que la falta de 

libreta habilitante constituye una falta administrativa 

que no hace presumir impericia por tanto no repercute en 

el ámbito de la responsabilidad (ADCU, T. XXXIX, c. 

706).  

      - Por otra parte, existen 

dos aspectos que demuestran lo contrario: primero que 

circulaba por vía preferente, a una velocidad permitida 

y la presencia del alcohol en sangre era dentro del 

máximo permitido; y segundo, que manejaba motos desde 

los 14 años, por lo que era indubable su experiencia de 

manejo. 

      - Como demostración de la 

incorrecta atribución causal que realizó el Tribunal, 

debe observarse que consideró igualmente grave circular 



sin libreta de conducir a interponer un pesado ómnibus 

en medio de una calle preferente, sin respetar el cartel 

de “Pare”, sin percatarse que circulaba una moticicleta 

y ocasionar la muerte de uno de ellos.  

      - En cuanto a la 

determinación del daño, el Tribunal condenó al pago del 

50% de los daños a Luis Collazo por el no uso del casco 

reglamentario, lo que hubiera reducido las consecuencias 

lesivas de la colisión, excediendo el margen de la 

discrecionalidad permitido por la regla de la sana 

crítica, cuando en los hechos concretos la ausencia de 

casco o habría evitado o disminuido las lesiones o el 

fallecimiento. No se observó por parte de la Sala que la 

causa de la muerte del menor que por una lesión axonal 

difusa, por lo que el uso del casco no podía impedir la 

aparición de la “meningitis bacteriana”, por la cual 

falleció el acompañante.  

      - En definitiva, solicita 

se case la recurrida, atribuyendo la responsabilidad del 

insuceso al demandado y desestimando la disminución de 

la condena por el no uso de casco protector.  

      5 El representante de 

C.I.T.A S.A. evacuó el traslado del recurso, abogando 

por su rechazo. (Fs. 564/568 vta.) 

      6 El tribunal franqueó el 

recurso (No. 157/2012 fs. 574), recibidos los autos, se 



dispuso el pasaje a estudio y autos para sentencia, la 

que se acordó en forma legal (No. 1200/2011 fs. 579 

vta.) 

     CONSIDERANDO:  

     I La Suprema Corte de 

Justicia, por unanimidad de sus miembros naturales, 

considera que procede casar la decisión impugnada y, en 

su lugar, confirmar el pronunciamiento de primera 

instancia, por lo que se dirá seguidamente.  

     II La recurrencia cuestiona 

la errónea valoración de la prueba diligenciada en autos 

(arts.140 y 141 del C.G.P.), expresando que no se ajustó 

a las reglas de la sana crítica, la lógica del correcto 

entendimiento humano, y las máximas de la experiencia, 

que determinó que el Tribunal en definitiva revocara 

parcialmente la sentencia de primera instancia, elevando 

la atribución de responsabilidad en un 50%, con 

fundamento en la carencia de aptitud para conducir una 

motocicleta, así como la falta de casco protector.   

      Ahora bien, como el juicio 

de responsabilidad atribuido a las partes involucra la 

base misma del sustento jurídico, la configuración del 

nexo causal constituye uno de los tres elementos 

esenciales de la responsabilidad extracontractual, tal 

atribución de responsabilidad es “quaestio iuris” e 

integra una categoría jurídica de orden normativo a la 



que corresponde subsumir los presupuestos fácticos 

allegados a la causa. 

      La Corte ha expresado al 

respecto en Sent. 216/05 que: “La determinación del 

denominado nexo causal, vale decir, la calificación de 

si la situación fáctica relevada por los órganos de 

mérito tiene con el resultado dañoso la relación 

requerible para ser considerada jurídicamente como causa 

del daño en cuestión, es ciertamente “quaestio iuris”.  

      Establecido lo anterior, 

en cuanto al asunto de mérito, señaló Gamarra respecto 

al nexo causal que “la relación de causalidad es un 

puente entre el evento dañoso y su autor, este ligamen 

tiene la particularidad que el primero es efecto o 

consecuencia del hecho del segundo, y éste es causa de 

aquél. Ahora bien, para que pueda hablarse de causa, la 

misma ha de estar ligada al efecto por una relación de 

necesidad, o sea, que debe determinar el efecto” (Jorge 

Gamarra, Tratado de Derecho Civil Uruguayo, T. 19, pág. 

310)” (Sent. No. 323/97, entre otras).  

      En función de lo expuesto, 

resultan recepcionables los agravios de orden probatorio 

esgrimidos por los recurrentes, invocando errónea 

aplicación de las reglas que regulan la valoración de la 

prueba, asistiéndoles razón cuando señalan que partiendo 

de las circunstancias concretas en que se verificó el 



hecho dañoso, no puede sustentarse la carencia de 

aptitud del motociclista preferente Duarte, por la  

falta de libreta habilitante para conducir y tener de 

esa forma demostrada su participación causal en el 

evento.  

      Para que exista hecho de 

la víctima con virtualidad necesaria para determinar la 

exoneración de responsabilidad (total o parcial) del 

autor del ilícito civil, se requiere que la conducta 

desplegada por ésta sea culposa y se encuentre en 

relación causal con el evento dañoso; “... es decir, 

subordinada, instrumentada respecto de la relación de 

causalidad, esto es, que el rasgo fundamental se 

caracteriza por la relación de causalidad, de tal manera 

que lo importante es que la víctima con su actuar haya 

provocado ya sea total o parcialmente el hecho acaecido” 

(Cfe. Sent. 216/2005).  

      Es ese sentido, se 

entiende que si bien se ha configurado en el caso hecho 

de la víctima como eximente parcial de responsabilidad, 

la causa principal y decisiva del siniestro es la 

conducta culposa del conductor del ómnibus de la 

demandada, que no respetó el cartel de “Pare”, siendo el 

grado de participación causal de la víctima 

evidentemente menor que el de aquélla.  

      En casos como el de autos, 



el conductor preferente goza de la presunción de culpa 

que pesa sobre el no preferente, en el entendido que el 

sólo hecho de haberse verificado la colisión demuestra 

que éste último violó la prioridad que le correspondía 

al otro vehículo.  

      Como señala Gamarra, 

mientras que el conductor del vehículo prioritario tiene 

derecho a continuar su marcha, queda a cargo del no 

preferente el cálculo o la prudente valoración que lo 

llevará a decidir si él, a su vez, puede franquear el 

cruce sin afectar el derecho del preferente de pasar 

primero (Tratado de Derecho Civil Uruguayo, Tomo XXII, 

ob. cit. ps. 25 y 26; cf. Sentencias Nros. 183/2004, 

74/2005 y 876/2008 de la Corporación).  

      Al respecto, indicó la 

Corte en Sentencia Nro. 462/09: “En la Ordenanza General 

de Tránsito, se establece que el conductor que se 

acerque al cartel de “Ceda el paso” deberá disminuir la 

velocidad a la que sea razonable en las condiciones 

existentes, sin que sea imprescindible detener 

completamente el vehículo, pero haciéndolo si es 

necesario, y ceder el paso a los vehículos que están en 

el cruce o se acerquen a él por la calle transversal, 

que hayan entrado a la intersección o que se estén 

acercando a ella, de modo que constituya un peligro 

inmediato si dicho conductor cruza la intersección o 



avanza en ella (art. D 622)”.  

      Por lo tanto, se comparte 

el análisis y solución a la que se arribó en primera 

instancia, cuando relevando la calidad de no preferente 

del ómnibus, la existencia del cartel de “Pare”, así 

como la presunción simple que pesaba en su contra y que 

no logró desvirtuar, fijó la atribución de culpas en un 

80% para el conductor del ómnibus y un 20% para el 

conductor de la motocicleta.  

      En efecto, no cabe duda 

que  la mayor responsabilidad en el accidente le 

correspondió al conductor del ómnibus, dado que conducía 

un vehículo por una calle no preferente y tenía a su 

frente un cartel de “Pare”, por otro lado, Duarte 

conducía en vía preferente, dentro del margen legal de 

velocidad permitido, no mereciendo reproche alguno su 

comportamiento.  

      Asimismo, merece ser 

puesto de relieve que la incidencia causal que el órgano 

de mérito, atribuyó a la carencia de libreta de 

conducir, resulta desproporcionada con el resto de la 

prueba allegada a la causa, al otorgarle una relevancia 

causal que bien pudo no ser tal, correspondiendo a lo 

sumo, tenerla presente como se hizo en primera 

instancia. 

      Al respecto, cabe 



remitirse a lo sostenido por la Corporación en la 

Sentencia Nº 60/2003 en la que citando a Gamarra se 

precisa que: “no toda violación de la ley o el 

reglamento significa que el autor de la misma es 

culpable; la primera precisión circunscribe el radio de 

la especie exclusivamente a las normas “precaucionales” 

esto es, aquellas destinadas a pervenir efectos 

jurídicos perjudiciales para los terceros, y que para 

evitarlos, prescriben determinadas modalidades de 

conducta (TDCU t. XIX ed. TCU p. 119)...”.  

      Es así que, el T.A.C de 4º 

Turno en Sentencia Nº242/2004 expresó que: “... tal 

extremo debe reputarse irrelevante en punto a determinar 

responsabilidad en el insuceso cuando no existen otras 

probanzas que pemitan cuestionar su habilidad para el 

manejo a pesar de su edad y características del 

birrodado que piloteaba (ampliamente de la Sede Sents. 

Nos. 57, 215/02, 218/03, etc.)”.  

      En efecto, no surge de 

autos que el Sr. Duarte careciera de la pericia 

necesaria para conducir una moto. Por el contrario, de 

la prueba recogida en la causa surge que circulaba por 

su senda, a velocidad reglamentaria (entre 40 y 45 Km/h, 

fs. 417) por lo que, en definitiva, la circunstancia que 

el conductor de la moticicleta no tuviera libreta que lo 

habilitara para conduir la misma, si bien es una 



infracción al reglamento de tránsito, no surge de 

obrados que ello hubiera incidido – con eficacia causal 

relevante- en la producción del evento dañoso.  

     III) Tampoco resultan comparti-

bles las conclusiones de la recurrida en cuanto a la 

incidencia causal que le atribuyó al no uso del casco 

por parte del menor Collazo en la producción de 

insuceso.  

      Al respecto, y como se 

señalara ut supra, tanto la libreta habilitante como el 

no uso de casco protector, son faltas administrativas 

que pueden llegar a incidir en el resultado de los 

daños, pero no coadyuvan  a la hora de la atribución de 

culpas.  

      Por consiguiente, aunque 

la no utilización de casco protector sea ajena a la 

incidencia causal que presentó la actividad de las 

partes en la producción del siniestro, la determinación 

final de responsabilidades efectuada por la “a quo” -la 

que resulta compartible- termina por contemplar en el 

caso la no utilización del referido medio de protección, 

incidiendo así en la reparación del daño.  

      En efecto, y como lo 

sostuvo la Corte en la citada Sentencia Nro 216/05: “... 

para determinar jurídicamente la configuración del nexo 

causal no basta establecer la efectiva ocurrencia de 



determinados hechos sino que éstos deben examinarse 

conforme con las pautas legales correspondientes al daño 

que es consecuencia directa e inmediata del hecho u 

omsión imputable al demandado...”.  

      Además, debe tenerse en 

cuenta que dicha solución encuentra respaldo en las 

apreciaciones del Dr. Rodríguez Almada a fs. 69. Sobre 

el uso de casco en los motociclistas, el mismo tiene un 

demostrado efecto protector sobre el cráneo y las 

estructuras encefálicas, disminuye la frecuencia de las 

muertes y de algunas lesiones encefálicas por accidente 

de tránsito, pero no excluye la posibilidad de 

ocurrencia.  

      No obstante, con 

referencia al caso concreto, concluyó que: en el caso de 

LAD lesión axonal difusa (mecanismo por 

aceleración/desaceleración), el uso de casco no hubiera 

traído aparejado beneficios para la víctima en cuanto a 

ese daño.  

      En definitiva, la 

incidencia que en la producción del daño significó para 

los actores la no utilización de casco protector fue 

correctamente determinada en primera instancia, siendo 

el 80% de responsabilidad atribuible al conductor del 

ómnibus de la demandada, quien de haber actuado acorde a 

lo que establece la reglamentación, el accidente no se 



hubiera producido.  

     IV) En virtud de los 

fundamentos expuestos, la Suprema Corte de Justicia, por 

unanimidad,  

     FALLA:  

     CASÁSE LA IMPUGNADA Y, EN SU 

LUGAR, CONFIRMASE EL PRONUNCIAMIENTO DE PRIMERA 

INSTANCIA, SIN ESPECIAL CONDENACIÓN.   

      PUBLÍQUESE Y OPORTUNAMENTE 

DEVUÉLVASE.  
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